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OPINIÓN N.° 103-2007/DOP

Entidad:

Instituto del Mar del Perú (IMARPE)
Asunto
:


Conformación del Comité Especial

Referencia:


Carta s/n



1. ANTECEDENTES

Mediante el documento de la referencia, el Director (e) de la Oficina de Administración del Instituto del Mar del Perú, en adelante la Entidad, consulta sobre la posibilidad de que personal contratado bajo la modalidad de locación de servicios pueda formar parte de un Comité Especial Permanente.
2. CONSULTA Y ANÁLISIS

La Entidad consulta si un Organismo Público Descentralizado puede contratar por la modalidad de locación de servicios a una persona natural para que preste servicios como Presidente del Comité Especial Permanente.
Sobre el particular, cabe señalar lo siguiente:

2.1. De acuerdo con lo establecido en el artículo 41º del Reglamento de la Ley de contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 084-2004-PCM, en adelante el Reglamento, el Comité Especial debe estar integrado por tres (3) o cinco (5) miembros, de los cuales uno debe representar a la dependencia encargada de las contrataciones y adquisiciones de la Entidad y, otro, al área usuaria. Asimismo, de forma necesaria, uno de los miembros del Comité Especial deberá tener conocimiento técnico sobre el objeto de la convocatoria. 

Adicionalmente, el artículo 44º del Reglamento establece la posibilidad que para las adjudicaciones directas y adjudicaciones de menor cuantía pueda designarse uno o más Comités Especiales Permanentes, salvo que se trate de procesos derivados de una declaratoria de desierto. 

Como se advierte de lo señalado hasta este momento, la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado no ha establecido requisitos para los miembros de los Comités Especiales, referidos a su condición laboral o vínculo contractual con la Entidad; únicamente dispone que deberá observarse la especialidad y la pertenencia a dependencias particulares de la Entidad.

2.2  Por otra parte, cabe señalar que el artículo 46º del Reglamento tampoco ha establecido diferencias según el vínculo laboral, para consignar los impedimentos para formar parte de un Comité Especial. 
Así, se limita a indicar que se encuentran impedidos para conformar un Comité Especial: 

1) El Titular o la Máxima Autoridad Administrativa de la Entidad;

2) Todos los funcionarios que tengan atribuciones de control o fiscalización como regidores, Consejeros Regionales, directores de empresas, auditores, entre otros;

3) Los funcionarios que por delegación hayan aprobado el expediente, designado el Comité especial, aprobado las Bases o tenga facultades para resolver el recurso de apelación;  

4) Los funcionarios o servidores por cuya actuación como integrante de un Comité Especial hayan sido sancionados por Resolución debidamente motivada.

2.3  Ahora bien, en relación con los términos “funcionarios” y “servidores”, debe indicarse que éstos han tenido un tratamiento y desarrollo diverso y complejo en la doctrina, y en nuestra legislación nacional han sido acogidos, no siempre de modo unívoco o compatible, por diversos cuerpos normativos como son la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Control y de la Contraloría General de la República
 y la Ley del Código de Ética de la Función Pública
.

Así, el artículo 4º de la Ley del Código de Ética de la Función Pública establece que, para los efectos del citado Código, se considera como empleado público a “todo funcionario o servidor de las Entidades de la Administración Pública en cualquiera de los niveles jerárquicos sea éste nombrado, contratado, designado, de confianza o electo que desempeñe actividades o funciones en nombre del servicio del Estado”. Para tal efecto, señala que “no importa el régimen jurídico de la entidad en la que se preste servicios ni el régimen laboral o de contratación al que esté sujeto”.

De igual forma, la Novena Disposición Final de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Control y de la Contraloría General de la República, contiene una definición de servidor o funcionario público, operativa para los efectos de la citada ley, entendiendo por tal a “todo aquel que independientemente del régimen laboral en que se encuentra, mantiene vínculo laboral, contractual o relación de cualquier naturaleza con alguna de las entidades, y que en virtud de ello ejerce funciones en tales entidades”. 
En ese sentido, existe cierto consenso en definir al funcionario y/o servidor público como toda persona que desempeña una “función o servicio público”, independientemente del régimen laboral o contractual que lo relacione con el Estado. 

2.4  Atendiendo a lo expuesto, la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado no ha consagrado impedimento para que una persona natural sea contratada bajo la modalidad de locación de servicios, a fin de que sea miembro de un Comité Especial (incluso como experto independiente) o de un Comité Especial Permanente, siempre que dicha actividad sea prevista en su contrato, siempre que se respete la conformación a que se refiere el artículo 41º del Reglamento, y siempre que no se encuentre inmersa en alguno de los impedimentos del artículo 46º de dicho cuerpo reglamentario.  
2.5  En lo que respecta a si la labor de Presidente de Comité Especial Permanente constituye una actividad “permanente” a efectos de la restricción a que se refieren las disposiciones de carácter presupuestal, compete que ello sea verificado en cada concreto atendiendo a las directrices impartidas por la Dirección Nacional de Presupuesto Público del Ministerio de Economía y Finanzas así como los documentos de Gestión Interna de la Entidad.
3. 
CONCLUSIÓN

3.1. Las únicas limitaciones impuestas por la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado para la conformación de los Comités Especiales están previstas en los artículos 41º y 46º del Reglamento.

3.2. A efectos de determinar si se configuran las restricciones previstas por las disposiciones de carácter presupuestal, compete que ello sea verificado por las Entidades en cada concreto, atendiendo a las directrices impartidas por la Dirección Nacional de Presupuesto Público del Ministerio de Economía y Finanzas así como a los documentos de Gestión Interna de cada Entidad.
Jesús María, 28 de noviembre de 2007
EZO/
� De conformidad con lo dispuesto por el inciso h) del artículo 59° del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 083-2004-PCM, en adelante la Ley, y el procedimiento 8 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 043-2006-EF, el análisis de la presente Opinión será desarrollado con referencia a hechos generales; por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna.





� 	Ley N.º 27785, publicada el 23 de julio de 2002.





� 	Ley N.º 27815, publicada el 13 de agosto de 2002.








